E l año 2013 marca la visibilidad de los grupos de defen¬ 
sa comunitaria en México, mediante una variedad de 
formas organizativas, como las rondas comunitarias, 
los grupos de autodefensa y las policías comunitarias, así como 
grupos vigilantes de menor organización. Si bien la aparición 
de grupos defensivos contra la inseguridad, en la historia re¬ 
ciente, data de los años noventa del siglo pasado en Guerrero, 
es a inicios de la segunda década del siglo xxi cuando esta 
emergencia se incrementó a nivel regional, abarcando también 
el estado de Michoacán y otros puntos del país. En 2014, se 
calculaba que en México había alrededor de 106 grupos de¬ 
fensivos armados, distribuidos en 17 estados. La emergencia 
de nuevas organizaciones tiene que entenderse en el complejo 
entrecruzamiento de los procesos estructurales de las reformas 
neoliberales y la coyuntura de la política de seguridad de la 
«Guerra contra el narcotráfico» iniciada a finales de 2006. 

En este libro estudiamos la formación de estos grupos de¬ 
fensivos, a través de elucidar diversas experiencias en Guerrero 
y Michoacán, donde el fenómeno de la defensa comunitaria 
adquirió un carácter masivo. Los capítulos de este libro ofrecen 
un panorama de los diversos grupos defensivos, permitiendo 
el entendimiento de sus especificidades y su heterogeneidad. 
El fenómeno de la defensa comunitaria en México se nos 
presenta como un área conceptual para observar dinámicas 
contemporáneas que subvierten nuestras tradicionales con- 
ceptualizaciones sobre el poder, el Estado, el capitalismo y las 
resistencias a la dominación. 
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Propuestas de investigación para 
entender el movimiento de las 
autodefensas en Michoacán 


Jesús Pérez Caballero 


E n este capítulo planteo algunas líneas para estudiar el fenómeno de las 
autodefensas en Michoacán. Son propuestas que ayudan a visualizar 
un movimiento que, si se parte exclusivamente de lo penal, de lo securita- 
rio o de cualquier otro campo aislado, es apenas abordable. Si la violencia 
en México y las particularidades michoacanas obligan a acuñar conceptos 
claros, también imponen delimitar preguntas adecuadas -unas preguntas 
que puedan resolverse con lo que conocemos o podemos conocer sobre 
fenómenos de violencia masiva- y el ofrecimiento de respuestas prácticas, 
susceptibles de aprehenderse por ciudadanos e instituciones. 

Un par de especificaciones antes de desarrollar la materia. A lo largo del 
capítulo, el lector se percatará de que en el análisis aludo a «autodefensas» y 
«crimen organizado» en Michoacán como dos ámbitos de influencia recí¬ 
proca. Ello se debe a que en esa entidad federativa el movimiento de civiles 
armados no puede entenderse sin señalar también -aun sintéticamente- a 
los grupos, redes o alianzas ilegales que forman lo que se conoce popular¬ 
mente como «organizaciones criminales» de la región. Una de estas, Los 
Caballeros Templarios, catalizó la respuesta unitaria de los civiles armados; 
y otras tuvieron un rol asistente, al permear parte de ese movimiento de ci¬ 
viles o, por lo menos, dejarlos hacer en territorios de su hegemonía, como es 
el caso de los individuos vinculados a las organizaciones de La Familia Mi- 
choacana o del Cártel Jalisco Nueva Generación, que fungen en ocasiones 
como marcas colectivas a las que individuos y grupos de distinta fortaleza se 
adhieren. Además, pienso necesario decir, salvo que en el texto especifique 
lo contrario, que las autodefensas michoacanas a las que me refiero son los 
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civiles armados no relacionados con reivindicaciones de autonomía indíge¬ 
na. Ello a pesar de que parte de lo analizado puede aplicarse a alzamientos 
mixtos, como el de Aquila, en la costa, que tiene en el líder social nahua de 
Santa María de Ostula, Cemeí Verdía, a su cabeza más visible (Maldonado, 
2017), y a que incluso se ha tornado frecuente la llamada a replicar el modelo 
basado en la autonomía indígena de Cherán -«cheranizar el país»- bajo el 
lema de que «todos somos autodefensas» (Martínez, 2018). 

También ha de tenerse en cuenta para comprender lo aquí desarrollado 
que el periodo estudiado abarca de febrero de 2013 en adelante, es decir, 
desde el inicio del movimiento de autodefensas hasta su turbulenta -tal vez 
podría escribirse turbia- legalización. Lo que no obsta a que la utilización 
de las herramientas propuestas conduzca a la necesidad de estudiar periodos 
anteriores a 2013 para la mayor comprensión de estos fenómenos. 

El texto expone tres instrumentos para abrir líneas de investigación y 
conectar entre sí lo mucho que se ha hecho previamente sobre la violencia 
en Michoacán. Estas herramientas, que tienen una clara impronta inter¬ 
nacional -de ahí que el texto se apoye continuamente en ejemplos de ese 
ámbito- son el análisis de contexto, la conceptualización de actores no 
estatales violentos desde una perspectiva comparativa y la investigación de 
fuente abierta (Open Source Research , osr). Es evidente para el lector que 
cada uno de estos instrumentos tiene una naturaleza distinta. 

El análisis de contexto es eminentemente jurídico -específicamente, 
del Derecho Penal Internacional (dpi)-, y surge de buscar traducir jurídi¬ 
camente situaciones donde los delitos son de tal gravedad que las vías de 
impartición de justicia habituales colapsan. Situaciones que, como muestra 
el caso de las autodefensas michoacanas, pueden orillar a que civiles se alcen 
en una decisión de ruptura contra el statu quo. Por su parte, la búsqueda 
de conceptos sobre actores no estatales violentos, emanados de escenarios 
con problemáticas similares a la michoacana, es una aproximación distinta. 
Puede sostenerse que es, en cierto modo, politológica, porque intenta acuñar 
categorías que permitan entender una realidad política que en el vocabulario 
sobre la violencia en Michoacán no tiene precedentes y, en la línea de lo que 
sucede a escala mexicana, tampoco posee homogeneidad. Esto deja otra evi- 
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dencia: una filosofía de la violencia en México requiere depurar conceptos 
clave como, por ejemplo, «crimen organizado». Finalmente, la investigación 
de fuente abierta es básicamente periodística, pues pretende distinguir y 
ordenar el flujo de información emitida por las partes implicadas en los 
numerosos conflictos que explicita el alzamiento de las autodefensas. La 
violencia en Michoacán otorga roles tan distintos como los ejemplos que 
ofrezco al lector. Sin afán de limitar las diversas posibilidades, cualquiera 
puede notar el problema de relatar un discurso único cuando este lo generan 
individuos tan disímiles entre sí como un líder templario, activo emisor de 
mensajes en nuevas plataformas de comunicación ( YouTube , 2013); o una 
figura preeminente de las autodefensas denominadas por ellas mismas como 
«legítimas», como Jorge Vázquez Valencia (en Aguililla), aglutinado en tor¬ 
no a iniciativas políticas como Golpe de Estado Popular (Golpe de Estado 
Popular , 2017), que impugnan en bloque la legalidad nacional apelando a 
ideas sobre la justicia natural. Y eso que solo he mencionado a dos figuras 
prominentes en la crisis de la violencia en Michoacán. Más abajo, intentaré 
mostrar qué de útil tiene la investigación de fuente abierta para este asunto. 

Baste para finalizar esta introducción que en cada epígrafe repito la 
misma estructura. En primer lugar, planteo la definición del enfoque su¬ 
gerido. En segundo lugar, explico el porqué de su utilidad para entender el 
movimiento de las autodefensas en Michoacán, enfatizando cómo podría 
utilizarse en la práctica para comprender aspectos de la violencia y sus ac¬ 
tores en esa entidad federativa. 


CUESTIONES SOBRE EL ANÁLISIS DE CONTEXTO Y APLICACIÓN 
AL MOVIMIENTO DE AUTODEFENSAS EN MICHOACÁN 

Para entender qué es el análisis de contexto, antes debe aludirse a las 
investigaciones de fenómenos de macrocriminalidad, que son las que im¬ 
pulsaron esa metodología. Por macrocriminalidad se entiende una serie 
de crímenes a gran escala promovidos de un modo especialmente dañino 
(Ambos, 2005: 44-48). Esa escala es todavía debatible, pero los criterios 
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predominantes son los trazados por el dpi en el Estatuto de Roma para la 
Corte Penal Internacional (en adelante, Estatuto de Roma), que codifica 
genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y agresión 
como los más graves. Su plasmación en instrumentos jurídicos vinculantes 
se prolongó durante la segunda mitad del siglo xx, hasta la aprobación del 
aludido Estatuto de Roma en 1998 (en vigor desde 2002). Otra vez, hoy 
la posición dominante -en mi opinión, también la más sólida- identifica 
macrocriminalidad con dpi. Una consideración a añadir a esto: en este 
epígrafe no puedo (por falta de tiempo) ni quiero (por no ser pertinente 
para la materia) entrar en una «guerra de umbrales» sobre si en México, 
pongamos a partir de 2006, hay o no macrocriminalidad en los términos 
estrictos del dpi; o si, volviendo la mirada a Michoacán, podría acotarse 
una situación michoacana analizable desde esa óptica; por ejemplo, a partir 
de la pujanza de la marca templaría frente a La Familia Michoacana, que 
se dio alrededor de 2011, según la Procuraduría General de la República 
{Milenio, 2014). La tesis que he defendido en otros lugares,y en oposición a 
la de algunas organizaciones internacionales de entender -en México- los 
crímenes más graves de actores no estatales y los promovidos por el Estado 
separadamente (Open Society Foundations, 2016: 94-102) es que, de que¬ 
rer sustentar un proceso penal internacional con solidez en este país, hay 
que centrarse en probar nexos estatales, entendidos como los vínculos de 
actores no estatales con alguno de los niveles de la administración pública 
mexicana, sea a escala municipal, estatal o federal. Así podrían categori- 
zarse los conglomerados públicos y privados en los que las organizaciones 
de narcotraficantes son la cara más visible en la promoción de crímenes 
graves (Pérez Caballero, 2015a: 221-287; ídem, 2017: 72-74). Al margen de 
este apunte, lo que sí atañe a este capítulo es que el análisis de macrocrimi¬ 
nalidad es una metodología útil para encauzar escenarios de violencia hacia 
el campo jurídico, sea mediante procesos penales, sea por otras formas en 
las que se prefieren medidas extrapenales. Ejemplos de estas últimas serían 
los escenarios típicos de justicia transicional, donde la sanción se puede 
sustituir por amnistías, etc., que ayuden a la reconciliación, la búsqueda de 
la verdad y demás objetivos acordados. 
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De los instrumentos surgidos en el estudio de la macrocriminalidad, el 
análisis de contexto es útil para comprender el movimiento de las auto¬ 
defensas en Michoacán. En este tipo de análisis confluyen ámbitos como 
el jurídico, el sociológico o el criminológico y, en principio, se utiliza para 
describir contextos e iniciar un proceso penal. En específico, un proceso 
relacionado con crímenes internacionales. Pero como muestran los resul¬ 
tados de la pionera Unidad Nacional de Análisis y Contextos colombiana, 
esa metodología puede desgajarse para meramente describir conexiones 
entre hechos con apariencia delictiva seleccionados conforme a unos ob¬ 
jetivos políticos (Pérez Caballero, 2016a: 348-354). De este modo, y bre¬ 
vemente, puede definirse el análisis de contexto como la agrupación de 
escenarios que presentan rasgos similares, para establecer un contexto que 
agrupe problemáticas que, sin ese marco, estarían dispersas. Esa agrupación 
puede hacerse mediante la identificación de modos de ejercer la violencia 
de manera parecida; la catalogación de tendencias según qué crímenes se 
cometan; la descripción de patrones en las acciones de organizaciones, o el 
establecimiento de conexiones entre individuos al margen de su adscripción 
institucional, entre otras muchas otras opciones que posibilite esa reunión 
de hechos. Por ejemplo, y ya en México, la reciente Fiscalía Especializada 
en Personas Desaparecidas de Jalisco ha creado una Dirección General de 
Análisis y Contexto (Decreto 26317/LX1/17, 2017: 4), y la flexibilidad con 
la que se ha utilizado la figura del «contexto» ha supuesto vincular desde 
un principio la cuestión de los desaparecidos con los feminicidios en esa 
entidad federativa (Fiscalía General del Estado de Jalisco, 2017:1-2). Es de 
suponer que debido a que la Fiscah'a cuenta con informes claros sobre las 
relaciones en Jalisco entre desaparición y violencia contra las mujeres -que 
se analizará desde la rúbrica de Unidad sobre Dinámicas Delictivas por 
Razones de Género y Violencia Feminicida-, a añadir a la que hay entre 
desaparición y desaparición forzada, tratada por la Unidad sobre Desapa¬ 
rición forzada e involuntaria (Gobierno del Estado de Jalisco, 2017: 31). El 
tiempo dirá si esa opción política es la correcta. 

En todo caso, el lector notará que lo expuesto obliga tanto a los inves¬ 
tigadores como a los tomadores de decisiones a cambios drásticos de pers- 
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pectiva. Considérese que, de la misma manera que añadir un flanco inter¬ 
nacional penal al derecho de ámbito nacional supone incorporar términos y 
enfoques novedosos, que a su vez abren sus correlativos interrogantes sobre 
el sujeto y el objeto del proceso, los derechos procesales o las figuras penales, 
lo mismo implica utilizar herramientas de anáfisis contextual. Estos giros 
drásticos se deben a que en este método prima lo contextual (no lo aislado), 
las organizaciones (no el individuo) y las dinámicas (no necesariamente el 
último crimen de alto impacto conocido). El resultado es una mirada tran- 
sexenal, no centrada en los ritmos de los cambios de poder cada equis años, 
y transversal , en la que los anáfisis permitan entender desde campos que no 
sean el jurídico o el militar, que en una cadencia que dura décadas se están 
imponiendo en la manera de encarar la violencia promovida en México por 
actores estatales o no estatales. 

Asumido lo anterior, ¿cómo relacionar esta aproximación con el tema 
de las autodefensas en Michoacán? Como se ha mencionado en párrafos 
previos, no hay un panorama, al menos no según las pruebas que conozco a 
principios de 2018, de un escenario mexicano donde la aplicación del dpi sea 
indiscutible. Sin embargo, sí es posible catalogar lo ocurrido en Michoacán 
en los últimos años (y todavía) como un fenómeno que sobrepasa los delitos 
ordinarios o incluso los relacionados con la delincuencia organizada. Al fin 
y al cabo, entre los individuos relacionados con Los Caballeros Templarios 
hay sujetos al más alto nivel del organigrama público michoacano, incluido 
un exgobernador interino (Pérez Caballero, 2015b), y en el alzamiento de 
las autodefensas participaron individuos vinculados a instituciones públicas, 
que a su vez señalaron a otros de otras instituciones que formaban parte del 
grupo criminal contra el que los civiles se alzaron. De hecho, al recordarse 
los errores del «Michoacanazo» (Ferreyra, 2015: 17-31), el proceso por el que 
la Procuraduría General de la República en 2009 intentó infructuosamen¬ 
te encausar a una serie de individuos con responsabilidades públicas, se 
constata que las instituciones que operaban en Michoacán presentaban ya 
en ese momento rasgos que les permitían continuar siendo plataformas de 
generación de ilegalidad, sea violenta o no. 
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En un texto anterior he sugerido cómo aplicar esa investigación de con¬ 
texto al estado de Guerrero, fronterizo con Michoacán, por lo que parte 
de los argumentos que voy a exponer están relacionados con lo dicho allá 
(Pérez Caballero, 2016a: 356-365). Así, el análisis de contexto en Michoacán 
podría basarse en, por ejemplo, agrupar los posibles escenarios según la 
víctima, el victimario o el espacio: 

a) Un ejemplo de agmpación teniendo en cuenta la condición de víctima 
podría consistir en indagar si hay un patrón en el asesinato, desaparición o 
persecución de líderes sociales que apoyaron el movimiento de las autode¬ 
fensas michoacanas. Podría seleccionarse y priorizarse según criterios claros, 
como el impacto que han tenido esos asesinatos, desapariciones o persecu¬ 
ciones en la comunidad donde el autodefensa afectado operaba. Correlati¬ 
vamente, es de prever que surgirían otros interrogantes, como la manera en 
que se podría mensurar el liderazgo en una comunidad, y la capacidad o no 
de evitar, mediante las relaciones sociales resultantes, la violencia de actores 
estatales o no estatales. 

b) Por victimarios, la peligrosidad de una organización o red criminal -pe¬ 
ligrosidad medida por una combinación de acciones reales y percepción pú¬ 
blica- puede ser un criterio para elegir cuándo un grupo debería estudiarse 
con el análisis de contexto. Ente otros posibles resultados, ello podría ayudar 
a la comprensión de si hay una relación de causalidad entre la peligrosidad 
de un grupo criminal, su poderío económico o las protecciones públicas de 
las que goza. 

c) Por regiones, podrían acotarse contextos que no tienen por qué ser equi¬ 
valentes a la división administrativa mexicana. Como hipótesis, es sostenible 
observar las dinámicas por debajo de la entidad federativa michoacana. Por 
ejemplo, las que se desarrollan en las regiones aguacateras, contextos en los 
que es previsible constatar la intersección de cuestiones criminales, ecológi¬ 
cas y empresariales, a niveles local y trasnacional (Dorsch y Paredes, 2017). O, 
si se tienen en cuenta geografías más amplias, el investigador se topará con 
entidades que engloban territorios de varias entidades federativas, como las 
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partes terracalentanas michoacana, guerrerense y mexiquense. En la elección 
de estos grandes espacios deberían primarse contextos en los que confluyan 
cuestiones interrelacionadas, como la situación legal de la explotación de 
recursos naturales (por ejemplo, minas), las disputas por la propiedad de la 
tierra, y los usos y costumbres indígenas. 


CUESTIONES SOBRE LA CONCEPTUALIZACIÓN DE ACTORES NO 
ESTATALES VIOLENTOS Y APLICACIÓN AL MOVIMIENTO 
DE AUTODEFENSAS EN MICHOACÁN 

Si el análisis de contexto está relacionado, vía análisis de la macrocrimina- 
lidad, con el procesamiento jurídico penal de un fenómeno, la conceptua- 
lización que se propone en este apartado es, principalmente, ontológica: se 
trata de definir a los actores de la violencia en Michoacán y caracterizarlos 
con los rasgos más aproximados a los hechos. Es por ello que la perspectiva 
también puede utilizarse para estudiar fenómenos de violencia a gran escala, 
como lo es el alzamiento de las autodefensas, su interrelación con el crimen 
organizado en Michoacán y el modo, maltrecho, en que se ha propuesto una 
solución desde la institucionalidad en esta entidad federativa. 

Para explicar a los lectores esta aproximación, extraigo de Colombia y 
Guatemala varios términos que pueden servir al caso michoacano y, se¬ 
guramente, al resto de México en la conceptualización sobre el crimen 
organizado. Se trata, reitero, de hipótesis sobre cómo categorizar el fenó¬ 
meno, por lo que están abiertas a la discusión. Lo que sí creo que no puede 
relativizarse es la necesidad de discutir y consensuar un marco homogéneo 
para denominar a los actores violentos en México. 

Como posibles sugerencias, aduciré dos vías. Una, la manera en que Co¬ 
lombia ha llegado a acuñar los términos de Grupos Delictivos Organizados 
(gdo) y los Grupos Armados Organizados (gao). Dos, el modo en que en 
Guatemala ha pasado a hablarse de Redes Político Económicas Ilícitas 
(rpei) como evolución de los Cuerpos Ilegales y Aparatos Clandestinos de 
Seguridad (ciacs), que eran, a su modo, una continuación de las estructuras 
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contrainsurgentes que se beneficiaron de la gestión de las fronteras durante 
el conflicto armado interno en ese país centroamericano (1960-1996). 

El debate que se plantea aquí, repito, no es pacífico. Por ejemplo, en 
Colombia, la cuestión de la perdurabilidad de las Autodefensas Unidas 
de Colombia tras su proceso de desmovilización (2003-2006) es habitual. 
Constatado algún tipo de continuidad, se pasó a debatir qué características 
tenía esta. Si se enfatizaba -principalmente desde las instituciones oficia¬ 
les- el aspecto criminal, se hablaba de Bandas Criminales (bacrim) y si se 
consideraba que el proyecto contrainsurgente de los paramilitares persistía, 
se enfatizaba que se estaba ante neoparamilitares. Actualmente, la división 
oficial es entre gdo y gao (Ministerio de Defensa Nacional, 2016). Pero el 
Estado colombiano ha prestidigitado y continúa sin reconocer el carácter 
político de los gao. Es por eso que la directiva mencionada enfatiza que 
ambos, grupos delictivos organizados y grupos armados organizados, son 
organizaciones relacionadas con la delincuencia organizada trasnacional, y 
por ende señala que esto no significa que se les otorga un estatus político ni 
que se reconozca un conflicto armado con ellos (Lleras, 2016:3-5 y 8). Pero, 
a pesar de la prestidigitación del Estado colombiano, la definición de gao 
es idéntica a la de parte de un conflicto armado interno, en tanto genera¬ 
dora de grados de intensidad de las hostilidades y organización (Ministerio 
de Defensa Nacional, 2016: 5-7). Por añadidura, es doctrina internacional 
consolidada que la catalogación de un conflicto armado interno -si existe 
o no- es independiente del estatus jurídico o político con que se dote a los 
beligerantes. En otras palabras, lo que debemos observar principalmente son 
la capacidad de generar violencia y el grado de organización interna de los 
actores no estatales, antes que el modo en que se denominan ellos mismos 
o cómo los etiqueta el Estado. No obstante, estas críticas participan de un 
debate mayor que debería ocupar a México: cómo nombrar a actores no es¬ 
tatales que, sin cumplir elementos clásicos de parte de un conflicto armado 
y que tienen vínculos a algún nivel con el Estado, fomentan manifestaciones 
especialmente gravosas de violencia. 

Veamos cómo en Guatemala se ha intentado aportar algo de luz a esa 
cuestión. El caso de los ciacs, que eran objeto del mandato de la Comisión 
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Internacional Contra la Impunidad en Guatemala (cicig), es también un 
ejemplo para Michoacán en la comprensión de grupos armados en el límite 
entre lo criminal, lo beligerante y la relación con el organigrama estatal. Del 
énfasis a su origen en la posguerra, puesto que tanto los Cuerpos Ilegales 
como los Aparatos Clandestinos de Seguridad se referían a actores relacio¬ 
nados con propósitos de contrainsurgencia -paramilitares los unos, y entre 
parapoliciales y de institución de seguridad dentro de institución de seguridad , 
los otros-, se ha acuñado recientemente la denominación de rpei. Los ras¬ 
gos son parecidos a los de los ciacs, pero en ese nuevo nombre se remarca 
la ruptura con el nexo con el conflicto armado interno. Así, para resaltar el 
aspecto evolutivo, cambiante, de estas redes, en su propósito de enriqueci¬ 
miento, se señalan que sus actuales rasgos definitorios son la acumulación y 
el ejercicio de poder ilegítimo, público o privado, el enriquecimiento ilícito 
y la generación de impunidad para sus miembros (cicig, 2017). Este cambio 
parece lógico, pues el conflicto armado guatemalteco finalizó en 1996, la 
cicig comenzó sus labores una década después y su impacto en lo criminal 
tras diez años de ejercicio obligan al planteamiento de lo logrado y de lo por 
venir. En suma, treinta años es tiempo suficiente para que organizaciones 
criminales complejas sigan modificando su modo de actuar. 

Con ello se está asumiendo algo que salta a la vista: la continuidad de 
macroestructuras de criminalidad. Estas concentran sinergias tanto estricta¬ 
mente criminales (poder de fuego, redes de corrupción, etc.), como alianzas 
políticas, negocios empresariales o capacidad de incidir en redes clientelares 
sociales. Ello se presenta, indudablemente, en Michoacán, y desconocemos 
en qué medida esa continuidad opera en el antes, durante y después del 
movimiento de las autodefensas. Propongo la hipótesis de unas «macroes¬ 
tructuras criminales michoacanas» para denominar a aquellos entramados 
ilegales políticos, económicos y sociales, capaces de sobrevivir a sus líderes 
y que pueden replegarse o potenciarse según el contexto. En el seno de 
estas macroestructuras, incluso el movimiento de las autodefensas sería 
algo accesorio, aunque sí algo a tener en cuenta, una parte más sobre la que 
pronunciarse y, de algún modo, actuar. Para delinear las características de 
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esas macroestructuras criminales michoacanas, haría falta, como mínimo, 
plantear este par de preguntas: 

a) ¿Qué relación tienen estas macroestructuras con recursos naturales (prin¬ 
cipalmente, minas y extensiones agrícolas), derechos de propiedad y nar¬ 
cotráfico? Podría hablarse como hipótesis de trabajo de que en Michoacán 
ha habido una mutación , es decir, organizaciones criminales, para seguir 
operando, han tenido que cambiar algún aspecto básico de su naturale¬ 
za para continuar existiendo. Por tomar prestados los términos del nuevo 
extractivismo y reprimarización (Veltmeyer y Petras, 2015: 31-35; Tetreault, 
2012:18-20), está claro que en Michoacán los templarios son un ejemplo de 
la externalización de ese tipo de prácticas por un actor privado -recuérdense 
el tráfico de minerales y las salidas a puertos como Lázaro Cárdenas (Ernst, 
2016)-, que han sabido incorporarse a los mercados de materias primas 
como proveedores violentos de recursos. 

b) ¿Qué rasgos tienen las plataformas de colaboración (o instigación, o apo¬ 
yo logístico, o represión) del crimen organizado con las autodefensas, y de 
las que tenemos indicios que posibilitan la continuidad de, como mínimo, la 
ilegalidad no violenta en la zona, esto es, el narcotráfico no predatorio? Aquí 
es pertinente, para trazar líneas de investigación siguiendo el modo compa¬ 
rativo que propongo, traer a colación otro ejemplo de Colombia: la compra 
de franquicias de paramilitares por algunos narcotraficantes colombianos, 
como «Los Mellizos» (El País, 2004). Este es un fenómeno de camuflaje con 
rasgos similares al modo en que determinados grupos criminales habrían 
promovido autodefensas a su servicio. En Colombia, para hacernos una idea, 
esta práctica se dató desde 2001. Las ventas de franquicias a criminales como 
fachada política suponían el pago de entre dos y cinco millones de dólares, y 
otorgaban el servicio de hombres armados (unos 200), así como el derecho 
a utilizar siglas y a hacerse llamar «comandantes». Individuos como los 
mencionados «Los Mellizos», que encabezaban una red de narcotráfico, se 
beneficiaron de ello para aparecer como negociadores de las Autodefensas 
Unidas de Colombia. 
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Mimesis, mutación, camuflaje... Son enfoques sugestivos -que actualizan 
en cierto modo las categorías noventeras de Peter Lupsha, de relación pre¬ 
datoria, parasitaria y simbiótica entre crimen organizado e instituciones 
oficiales (Lupsha, 1996: 31-32)-, pero también es imprescindible, antes de 
pasar al siguiente epígrafe, recordar que las diferencias entre Colombia, 
Guatemala y México son notorias. En el país andino existe una política de 
Estado para suscitar este tipo de debates. Además, la relación entre parami¬ 
litarismo y poder político deja unas macroestructuras criminales evidentes, 
las generadas por las autodefensas colombianas. Por su parte, en el país 
centroamericano, si bien se observa parecida intención e importancia de 
cómo se denomina a estos fenómenos que sobrepasan la idea de crimen 
organizado, el debate no lo promueve una política a nivel constitucional 
(como es el marco jurídico colombiano para la paz), sino una rama del 
poder (principalmente, el ministerio público y la cicig), en un contexto 
de enfrentamiento interinstitucional. En México, en cambio, nada de eso 
se ha aceptado. Es como si existiera un equilibrio que mantuviera en un 
compás de espera las medidas para afrontar situaciones graves, como las 
que dieron lugar al alzamiento de las autodefensas michoacanas. Cuando 
la gravedad es tal que se impugna la institucionalidad, entonces lo que se 
busca es cómo adaptar la nueva situación al equilibrio preexistente, sin que 
haya cambios que afecten las causas de ese compás de espera, que sigue en 
su letanía. Este es un condicionante del que partir al poner en práctica la 
conceptualización sugerida. 


CUESTIONES SOBRE LA INVESTIGACIÓN DE FUENTE ABIERTA 
Y APLICACIÓN AL MOVIMIENTO DE AUTODEFENSAS EN 
MICHOACÁN 

Si las aproximaciones ya vistas (análisis de contexto y conceptualización 
de actores no estatales violentos) cuentan con una historia de décadas, la 
investigación de fuente abierta (osr, por sus siglas en inglés) se ha difun- 
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dido recientemente. Se trata de una herramienta utilizada como reacción 
al flujo de información de principios del siglo xxi y, sobre todo, frente a la 
desinformación masiva, promovida interesadamente y replicada -dolosa o 
negligentemente- por sujetos públicos o privados. En ella, el análisis sobre 
crimen organizado encuentra herramientas que, si se utilizan de buena fe, 
permiten seguir rescatando el valor de los hechos. 

Como explica Eliot Higgins, fundador de Bellingcat.com, una web pio¬ 
nera en la osr, y uno de los principales sistematizadores de ese tipo de 
investigaciones, en sus orígenes (alrededor de 2011) era frecuente plantear 
los límites de esa disciplina (Higgins, 2017). 1 Para trazar esas delimitaciones, 
en este apartado propongo un bosquejo de las diferencias entre Open Source 
Intelligence (osint) y osr, como base para posibles investigaciones sobre el 
uso de fuente abierta sobre el movimiento de autodefensas en Michoacán 
y la violencia anterior, simultánea y posterior al surgimiento de aquel. Tras 
ese bosquejo, plantearé las cuestiones que ello suscita en el caso específico 
michoacano. 

a) En primer lugar, osint y osr están emparentados por su origen: la uti¬ 
lización de fuentes abiertas. Pero la osr tiene como objetivo final divul¬ 
garse entre la población, no entre círculos de tomadores de decisiones en 
instituciones políticas o de seguridad de un Estado. Sin embargo, también 
ha de apuntarse que pueden darse casos, como el de WikiLeaks, en el que 
información de inteligencia es difundida masivamente y sirve de base para 
ulteriores osr; del mismo modo, las agencias de seguridad pueden incluir 
la osr dentro de sus investigaciones de osint. 

b) En segundo lugar, la investigación de fuente abierta, al menos tal y como 
se realiza desde plataformas como las habilitadas por Higgins, parte de una 


1 De hecho, yo cometí un error de esa naturaleza al referirme a una investigación sobre 
uso de fuente abierta que una iniciativa periodística, NarcoData (del diario en línea 
Animal Político), hacía sobre el crimen organizado (Pérez Caballero, 2016b: 468-470). 
Así, donde en ese texto escribí Open Source Intelligence, debería leerse Open Source 
Research. 
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ética, un compromiso con la verdad, que los servicios de seguridad pueden 
no tener, puesto que en ellos prima la seguridad nacional o, en términos 
clásicos, la Realpolitik. 

c) Ambos puntos conducen a que, en tercer lugar, la investigación de fuente 
abierta funja como una reacción desde la ciudadanía, no únicamente desde 
el periodismo (de hecho, engloba a fuentes del periodismo clásico, pero sin 
limitarse a ellas) frente a la mentira masiva y otros modos más sutiles en 
que los hechos son tergiversados. 

d) En cuarto lugar, la osr opta claramente por relacionarse con nuevos 
modos de comunicación y tecnologías, como la geolocalización o la utiliza¬ 
ción de redes sociales para obtener información, por lo que hace a la digital 
forensics una herramienta sobre todo en línea, a distancia, lo que no tiene 
por qué suceder en la recopilación de osint.) 

e) En quinto lugar, pienso que la osr se ha desarrollado de manera muy 
dependiente de la geopolítica. Si se toman los ejemplos para el impulso 
de la investigación de fuente abierta, se observa el papel que han tenido 
acontecimientos de alto impacto mediático, como las movilizaciones pro 
democracia en países árabes, el auge del Estado Islámico en relación con la 
guerra de Siria o, si se permite la expresión, el destape de Rusia como potencia 
comprometida con la generación de desinformación, principalmente en Ucrania. 
Esto aboca a que la investigación de fuente abierta se haya especializado en 
contextos distintos al mexicano, mucho menos homologable a los ejemplos 
mencionados, que en esencia se vinculan con represiones gubernamentales 
clásicas {Primavera Arabe) o conflictos armados internos (Siria, Ucrania). 

En resumen, en Michoacán es necesario el uso típico de acciones ligadas 
a la investigación de fuente abierta, como la geolocalización de lugares, la 
detección de noticias falsas, etc., en especial mediante la criba de redes so¬ 
ciales donde se genera desinformación, sobre todo en redes sociales pseudo 
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institucionales o sospechosas de ligarse a un grupo criminal. 2 Pero aunque 
ha habido algunas iniciativas para aplicar esa osr a eventos mexicanos 
especialmente mediáticos [Bellingcat Investigation Team , 2016), la situación 
del país requerirá enfoques propios. La razón es la dificultad en la difusión 
de técnicas de verificación de hechos con el nivel de generalidad exigido 
por contextos tan complejos como el michoacano. 

Desde mi punto de vista, esta dificultad se debe a que el movimiento 
de autodefensas michoacanas se percibe como un fenómeno local, y como 
tal no concita especial interés de expertos nacionales o internacionales en 
la investigación de fuente abierta. En esa afirmación crece una terrible pa¬ 
radoja para el investigador en ese ámbito, consistente en que, al no contar 
con el apoyo de esos otros expertos nacionales o internacionales, si llega a 
conocer datos sensibles, se encuentra más desprotegido que en contextos 
aparentemente más peligrosos, como una dictadura o un conflicto armado 
interno. No es que, por ejemplo, grupos criminales michoacanos tengan más 
poder para silenciar a investigadores que bandos militares como el Estado 
Islámico o las milicias prorrusas -por señalar dos casos de reiterado interés 
de Bellingcat-, sino que quienes los investigan están más desprotegidos, 
precisamente por tener esos grupos michoacanos unos rasgos que no atraen 
el foco internacional. Este ámbito funciona de coraza para las labores de in¬ 
vestigadores que operan localmente, al dar publicidad a sus investigaciones, 
vincularlos con individuos que trabajan temas parecidos o contactarlos con 
mecanismos de protección supraestatales. Por abreviar mi hipótesis, diría 
que grupos criminales mexicanos -como los que operan en Michoacán- 
son lo suficientemente interesantes para ser investigados por individuos 


2 Respectivamente, Policía Estatal Fuerza Rural, <https://www.facebook.com/policia- 
estatalfuerzarural/?fref=ts> (28 de abril de 2017; requiere conexión; 54324 likes) y sus 
réplicas propagandísticas Policía Estatal Fuerza Rural Unidad de Inteligencia Ciudada¬ 
na. <https://es-la.facebook.com/Policia-Estatal-Fuerza-Rural-SDR-821847371270554/> 
(27 de abril de 2017; 50391 likes), o Michoacánpara los michoacanos sdr, <https://www. 
facebook.com/Resistenciamich2017/ > (27 de abril de 2017; 19556 likes). El lector puede 
aventurar otras tipologías, como páginas de civiles que sí buscan genuinamente de¬ 
nunciar situaciones de riesgo, páginas personales de sicarios, páginas locales generadas 
exclusivamente para denigrar a una determinada organización criminal, etcétera. 
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privados, pero no tanto como para atraer una atención continua que haga 
muy costoso acallar violentamente a académicos, periodistas, activistas de 
derechos humanos o ciudadanos que, simplemente, tanteen la posibilidad 
de comprender su entorno. 


CONCLUSIONES 

Se concluye defendiendo que un análisis desde arriba, apuntalado por las 
tres propuestas de herramientas descritas, posibilita reunir investigaciones 
de distinto tipo y acumular datos sobre la violencia en el país, con objetivos 
no meramente archivísticos o propagandísticos, sino de conceptualización 
de términos sólidos y comprensión de qué está sucediendo en Michoacán. 
La crítica a los enfoques desde arriba (Galicia y Rodríguez, 2016:185-188) 
quizá pueda salvarse (o al menos, hallar puntos de encuentro) con las di¬ 
námicas que esos enfoques instaurarían en la entidad federativa estudiada. 
Cada una de las líneas sugeridas combate un mal actual que penetra en el 
análisis de la violencia y del crimen organizado en México -y, de rebote, 
en Michoacán-. El anáfisis de contexto se enfrenta a la idea de caso por 
caso, de la interpretación aislada de los hechos violentos, que recorre ana¬ 
crónicamente los medios que tiene el sistema procesal penal mexicano ante 
la violencia. Mientras, la aproximación desde la conceptualización de los 
actores no estatales violentos es una reivindicación de la teoría, frente a un 
empirismo que parta de ideas difusas y categorías contradictorias. Sobre la 
osr, tal y como lo entiendo, propone la divulgación de una forma metódica 
de estudiar fuentes abiertas que sirva para enfrentar con hechos el problema 
de la mentira, de tanto peso en el panorama mexicano. Si se prefiere, este 
capítulo ha remarcado la parte de la metodología que puede plasmarse, de 
manera clara, en leyes, en políticas públicas o en acciones privadas. Con 
ello, se lograría una verdad jurídica , esa ficción fértil por la coherencia de 
un proceso preestablecido por la ley, siguiendo pautas sin contradicciones 
internas ni injerencias extrajurídicas. Y también una verdad, a secas, la que 
importa, sea desde lo conceptual, para acuñar conceptos que se ajusten a lo 


Propuestas de investigación para entender el movimiento / 295 


que se pretende analizar; sea desde lo periodístico, para separar los hechos 
de la propaganda, aunque esta pueda provenir de movimientos sociales 
bienintencionados. 
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